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POTESTADES MUNICIPALES
Y EL DERECHO A LA SALUD:
LA PROHIBICIÓN DE PIROTECNIA
EN EL NUEVO CONTRATO
SOCIAL AMBIENTAL
Dra. Silvana Daniela Pioletti | Abogada Relatora de la Corte Suprema de Justicia de la Provincia de Santa Fe 

Este trabajo pretende reflexionar so-
bre la creciente producción normativa 
de los entes municipales y comunales 
que mediante sus ordenanzas regulan 
-con distinto alcance- restricciones a la 
comercialización, fabricación y/o uso de 
artículos de pirotecnia en sus centros 
territoriales y su relación con el dere-
cho humano a la salud. 
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En la actualidad, en los medios de co-
municación se habla de «pirotecnia 
cero» o «territorio libre de pirotecnia», 
para referir a las normas municipales 
de carácter general que prohíben o 
restringen, en mayor o menor grado, 
la comercialización, almacenamiento, 
fabricación, tenencia y/o uso de artí-
culos de pirotecnia dentro de sus eji-
dos territoriales.

La historia de la pirotecnia recreati-
va¹ permite advertir que los rituales 
festivos y religiosos, que tradicional-
mente han girado en torno a los fue-
gos de artificio están cambiado de 
manera irreversible a causa del pa-
radigma ambiental, que interviene en 
la constante formación de una nue-
va cultura de respeto al entorno na-
tural y social, cuyos valores ofrecen 
otras oportunidades para la protec-
ción territorial del derecho a la sa-
lud. Dicha transformación en las nor-
mas de convivencia se expresó en las 
redes sociales a través de hashtags 
#nousespirotecnia #pirotecniacero y 
el mensaje fue tendencia en twitter el 
pasado 24 de diciembre de 2017. 

La modificación de las costumbres al-
rededor de los festejos y las celebra-
ciones populares, que atraviesan mu-
chos países de la región y del mundo, 
desencadena una modernización de 
las bases jurídicas que opera a través 
de la educación ambiental y la con-
cientización colectiva, actualizando 
los patrones de consumo.

Así, el derecho al disfrute del más al-
to nivel de salud dinamiza la aparición 
de nuevas regulaciones -también en 
las órbitas municipales- que resul-
taban inconcebibles en otro contexto 
histórico, donde la técnica que permi-
tía crear y fabricar estos productos 
había sido considerada «un arte».

Chile prohibió la pirotecnia en todo su 
territorio² desde el año 2000 y Esta-
dos Unidos en más de veinte estados. 
Por su parte, la Unión Europea en 2007 
estableció normas estrictas³ que per-
miten a cada miembro prohibir la po-
sesión y venta de artefactos pirotécni-
cos regulando su uso, dejando margen 
para que cada país lo aplique haciendo 
las excepciones necesarias para ajus-

tarse a su legislación y sus tradicio-
nes, procurando la armonización. 

A nivel nacional, los proyectos pa-
ra extender la prohibición para todo 
el territorio de la República Argenti-
na no prosperaron, mientras que, en 
el orden local, la Legislatura Santa-
fesina no logró las adhesiones nece-
sarias para imponer el proyecto que 
proscribe en toda la jurisdicción pro-
vincial la fabricación, comercializa-
ción, tenencia, acopio, depósito, ven-
ta al público -mayorista o minorista- 
y el uso particular de todo elemento 
de pirotecnia, artificio o cohetería. En 
cambio, sí se impuso la limitación le-
gal en algunas provincias como Tierra 
del Fuego, Antártida e Islas del Atlán-
tico Sur (ley 306), Neuquén (ley 2833) 
y Mendoza (ley 4454). 

Específicamente, en el plano munici-
pal, se pueden enunciar algunas de 
las siguientes localidades de la Repú-
blica Argentina donde rigen ordenan-
zas restrictivas: Villa La Angostura, 
San Martín de los Andes (Neuquén); 
Ushuaia, Río Grande (Tierra del Fue-
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go); San Carlos de Bariloche (Río Ne-
gro); Río Tercero, Lincoln, Capilla del 
Monte, La Falda, La Carlota, Laguna 
Larga y Río Cuarto (Cordoba); Merlo 
y Juan Koslay (San Luis); Rivadavia y 
Santa Lucía (San Juan); Comodoro Ri-
vadavia, Trelew y Puerto Madryn (Chu-
but); y Guatraché (La Pampa). 

Puntualmente, la ordenanza de la Mu-
nicipalidad de Crespo (Provincia de 
Entre Ríos) establece la prohibición 
para la «pirotecnia sonora» que exce-
da de los 65 decibeles y la de San Fer-
nando del Valle de Catamarca permite 
excepcionalmente el uso de artificios 
pirotécnicos «sin sonido» que sola-
mente produzcan efectos visuales. 

Normas similares a las del resto del 
país se pueden encontrar en la Pro-
vincia de Buenos Aires en las locali-
dades de San Cayetano, Rivadavia, 
Florencio Varela, Necochea, Clarome-
có, Pinamar, Coronel Pringles, Gene-
ral Alvarado y el Partido de la Costa, 
mientras que, por el contrario, sigue 
ajena a la proscripción la ciudad de 
Mar del Plata. 

La ciudad autónoma de Buenos Aires 
mediante ordenanza 38400/82 modi-
ficó las normas relacionadas con la fa-
bricación, venta y uso de artificios pi-
rotécnicos, contenidas en el código de 
habilitaciones y verificaciones, prohi-
biendo dentro del ejido de la ciudad, la 
fabricación de cualquier artificio piro-
técnico, aunque todavía permite la co-
mercialización de los artificios llama-
dos de «venta libre» en todo comercio 
de venta, no requiriéndose permiso 
especial. En cuanto a los artificios de 
entretenimiento, destinados a la rea-
lización de grandes espectáculos, de 
«venta controlada» sin riesgo de ex-
plosión en masa, la normativa permite 
su almacenamiento en el radio urbano, 
aunque bajo ciertas condiciones. 

Se fueron sumando a la veda, las si-
guientes localidades de la Provin-
cia de Santa Fe: Puerto General San 
Martín, Granadero Baigorria, Coronda, 
Cañada de Gómez, Totoras, Fray Luis 
Beltrán, Amstrong, Capitán Bermú-
dez; Carcarañá, San Lorenzo, Fighie-
ra, Rufino, San Jorge, Venado Tuerto, 
Funes, Rosario, Santa Fe, Casilda y 

Reconquista. Por el contrario, Roldán, 
Pérez, Piñero, Pueblo Esther, Gene-
ral Lagos, Álvarez y Villa Constitución 
no legislaron al respecto, por tanto, 
la utilización y la venta se encuentra 
autorizada, siempre que los artefac-
tos sean adquiridos en comercios ho-
mologados. Lo mismo sucede en Villa 
Gobernador Gálvez, donde finalmente, 
en 2015 se autorizó la comercializa-
ción, a partir del cambio de su anterior 
ordenanza prohibitiva. 

Por su parte, la Municipalidad de Ro-
sario mediante ordenanza 9166 del 15 
de enero de 2014 modificó la anterior 
7571/03 y, en su artículo 1 prohibió, 
en todo el ámbito del Municipio, la co-
mercialización, tenencia y uso de todo 
artificio pirotécnico que no haya sido 
calificado de «venta libre» por la Di-
rección General de Fabricaciones Mi-
litares, como así también, los artificios 
pirotécnicos denominados «rompe-
portones», «bombitas orsinc», «rue-
das», «ramilletes» (formado por cohe-
tes y petardos), «petardos N° 3», sea 
cual fuere su calificación. De igual mo-
do, impidió el uso de todo tipo de arti-
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y uso, contemplando otorgar el me-
nor plazo de aplicación en aquellos 
explosivos que ocasionan mayor im-
pacto ambiental y peligrosidad en su 
manipulación y uso».

En líneas generales, la mayoría de 
las regulaciones municipales enume-
radas no suponen una veda absoluta 
sino que contemplan excepciones y 
coinciden en que, para la realización 
de espectáculos de fuegos de artifi-
cio, destinados al entretenimiento de 
la población o la conmemoración de 
hechos especiales, se deberá contar 
previamente con la autorización, me-
diante resolución fundada, del Depar-
tamento Ejecutivo, quien extenderá 
una habilitación temporaria, donde 
constará el o los días de espectáculo, y 
el lugar de emplazamiento solicitado. 

Como puntualicé, algunas localidades 
autorizan el uso de pirotecnia sonora 
con la condición de que no exceda de 
determinados decibeles⁵ o permiten 
la «pirotecnia lumínica o silenciosa» 
(fuegos artificiales más silenciosos 
que los convencionales que evitan el 

uso de proyectiles explosivos de gran 
calibre, con detonaciones más contro-
ladas y químicos que generan colores 
más intensos) pese a que, existen es-
tudios científicos que también conec-
tan estos espectáculos con efectos de 
desorientación, abandono del nido y 
muerte de aves salvajes.

En relación al destino de lo recauda-
do en concepto de multas por infrac-
ciones a la norma, coinciden en que 
será destinado a solventar los costos 
que demanden sostener las campa-
ñas permanentes de concientización y 
educación, a través de las cuales, no 
sólo se enuncien los distintos riesgos 
que genera la manipulación y uso de la 
pirotecnia, sino que también se den a 
conocer cuáles son las conductas que 
regulan, con el objetivo de que se con-
viertan en hábitos y en una nueva cul-
tura. Por último, en su articulado ge-
neralmente determinan que las infrac-
ciones deberán ser penadas e incorpo-
radas dentro de los respectivos Códi-
gos de Faltas municipales con distin-
tas sanciones, como por ejemplo, mul-
ta, comiso, clausura y/o inhabilitación. 

ficio pirotécnico en actividades masi-
vas en la vía pública, ya sea manifes-
taciones populares, deportivas, sindi-
cales, políticas, y en cualquier evento 
y acto organizado por la Municipalidad 
de Rosario, sus reparticiones y orga-
nismos descentralizados, no pudiendo 
autorizar a ningún organismo público, 
sea nacional o provincial⁴.

Recientemente, el 12 de octubre de 
2017 –Ord. N° 12429- la ciudad de 
Santa Fe de la Vera Cruz se declaró 
«Territorio libre de Pirotecnia» y pro-
hibió «en todo el ámbito del ejido mu-
nicipal la tenencia, fabricación, ma-
nipulación, circulación, transporte, 
comercialización, depósito y expen-
dio al público mayorista o minoris-
ta y uso particular, de todo elemento 
de pirotecnia o cohetería». Según el 
artículo 6 de la ordenanza, el muni-
cipio «deberá determinar en el pla-
zo máximo e improrrogable de dos 
años la instrumentación progresi-
va debiendo otorgar mayor plazo de 
aplicación en aquellos explosivos que 
ocasionan menor impacto ambiental 
y peligrosidad en su manipulación 
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A partir de la aparición de normas co-
mo las descriptas, puede advertirse 
una proliferación de planteos juris-
diccionales a lo largo y a lo ancho de 
todo el país⁶ incluso en la Provincia 
de Santa Fe⁷, donde se externalizan 
cuestionamientos mediante distintas 
vías procesales -amparo, acciones co-
lectivas, acciones declarativas, medi-
das cautelares, recursos contenciosos 
administrativos- a la constitucionali-
dad de algunas de estas ordenanzas. 

Del análisis de los fallos sobre la te-
mática, surgen casos donde los plan-
teos referidos a la vía procesal elegi-
da o la falta de legitimación activa⁸, 
impiden a los Jueces pronunciarse 
sobre el fondo del asunto, mientras 
que en otros procesos judiciales los 
Tribunales deben decidir, a favor o en 
contra, de la constitucionalidad de es-
tas regulaciones. 

En efecto, los Magistrados se encuen-
tran con postulaciones de las empresas 
que nuclean a comerciantes de pirotec-
nia que, principalmente, afirman que la 
normativa cuestionada avanza sobre 

materias implícitamente delegadas al 
Congreso Nacional, con menoscabo de 
los artículos 121 y 126 de la Constitu-
ción nacional e impiden el ejercicio de 
un comercio lícito, en extralimitación 
de las facultades constitucionalmen-
te atribuidas a las Municipalidades, 
denunciando el ejercicio abusivo del 
poder de policía municipal. También, 
invocan la afectación de la garantía 
constitucional del ejercicio del comer-
cio, al tiempo que afirman la violación 
de una ley nacional de mayor jerarquía 
que expresamente permite la venta 
y comercialización de la pirotecnia⁹. 

Frente a ello, los Municipios se resis-
ten sosteniendo la constitucionalidad 
y la legitimidad de sus ordenanzas, 
afirmando que ellas constituyen nor-
mativa que deriva razonablemente de 
las facultades concedidas constitu-
cionalmente a los gobiernos locales 
en orden al libre ejercicio del poder 
de policía municipal, en el interés pú-
blico y en el ámbito de sus respecti-
vas jurisdicciones, con el propósito de 
proteger la salud de la población, el 
medio ambiente y los animales. 

Estas pretensiones encontradas de-
jan al desnudo un tópico de suma ac-
tualidad jurídica cuya particularidad 
interdisciplinaria e incidencia -por 
los bienes y derechos que afecta- in-
vita, al menos, a la reflexión -en todos 
los niveles del estado- y a la cons-
trucción de un mínimo consenso en 
la búsqueda de soluciones democrá-
ticas y originales.  

El presente trabajo no intenta res-
ponder en qué carácter podrán pre-
sentarse e intervenir en los procesos 
judiciales los afectados por el uso de 
pirotecnia»¹⁰ o si el marco especial 
del amparo resulta el más adecuado 
para que se libre esta discusión en el 
plano judicial, quedando planteados 
estos interrogantes, pero sí pretende 
resaltar que en el contexto actual de 
la cuestión, resulta un deber para el 
magistrado interviniente indagar so-
bre los derechos que subyacen en ca-
da causa en particular. 

En efecto, el juzgador tiene en sus ma-
nos la labor fundamental de identificar 
cuáles son los derechos, bienes y va-
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lores fundamentales implicados en el 
tema, es decir, qué derechos constitu-
cionales están en juego, en cada una 
de las legislaciones municipales que 
se le presenten y cuáles son los dere-
chos individuales restringidos -en ma-
yor o menor intensidad- por esta serie 
de ordenanzas surgidas de una nueva 
cultura jurídica ambiental, con el fin de 
procurar su armonización, para luego, 
en cada caso concreto, aproximarse al 
interrogante sobre la razonabilidad -o 
no- de la limitación a los derechos in-
dividuales en «función ambiental». 

Pues bien, de la lectura de los distin-
tos fundamentos que desarrollan los 
redactores de los proyectos -algunos 
de los cuales no obtuvieron las adhe-
siones suficientes- y de los conside-
randos de las ordenanzas municipa-
les, se desprenden las múltiples fina-
lidades perseguidas por los munici-
pios en su función legislativa. 

A grandes rasgos, se pueden identifi-
car -a los fines prácticos- una plura-
lidad de propósitos y de bienes jurídi-
cos que las normas limitativas tien-

den a proteger y que fincan en razo-
nes de orden ético normativo, socio 
cultural, ambiental, biológico y eco-
nómico que justifican la restricción: 
a) mejorar la salud pública; b) prote-
ger los derechos humanos ambienta-
les, específicamente evitar la conta-
minación sonora y visual; c) mejorar 
la convivencia pública, promover la 
solidaridad y proteger a la comuni-
dad en general; d) erradicar acciden-
tes de tránsito causados por la masi-
va cantidad de animales de compañía 
que escapan de sus hogares y redu-
cir la cifra de animales perdidos; e) 
prevenir daños materiales, erradicar 
incendios forestales e incendios en 
bienes muebles e inmuebles; f) evi-
tar daños irreparables a la salud psí-
quica y física de aquellos sujetos de 
tutela especial¹¹, como las personas 
que no comprenden la causa de las 
explosiones porque presentan disca-
pacidades cognitivas o neurológicas, 
síndrome de down, asperger, autis-
mo; y también en bebes, niños, ancia-
nos y personas con capacidades di-
ferentes, causados por los daños au-
ditivos¹²; g) evitar daños irreparables 

a la salud de los animales¹³, eliminar 
la muerte masiva de aves y de otras 
especies silvestres; h) proteger la sa-
lud de terceros ajenos en la participa-
ción del uso de artificios pirotécnicos; 
i) garantizar el reposo a quienes por 
problemas de salud deben gozar de 
ambientes tranquilos, ya sea estén in-
ternados en sanatorios, hospitales, o 
guarderías para ancianos, entre mu-
chos otros fines; j) prevenir y eliminar 
las molestias que afectan la tranqui-
lidad, el reposo y la comodidad de la 
población, en especial las de origen 
sonoro y lumínico. 

En su faz normativa, estas ordenan-
zas se fundan principalmente en la 
defensa y preservación del medio am-
biente consagrada en el artículo 41 de 
la Constitución nacional y en las nor-
mas legales que reglamentan dicha 
garantía y encuentran respaldo en el 
artículo 123 de la Constitución Nacio-
nal, que afirma: «Cada provincia dicta 
su propia constitución, conforme a lo 
dispuesto por el artículo 5 aseguran-
do la autonomía municipal y reglan-
do su alcance y contenido en el orden 
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institucional, político, administrativo, 
económico y financiero».

Algunas localidades, se hacen fuerte 
en la constitucionalización del dere-
cho privado e invocan el artículo 14 
del nuevo Código Civil y Comercial de 
la Nación que reza «La ley no ampa-
ra el ejercicio abusivo de los derechos 
individuales cuando pueda afectar al 
ambiente y a los derechos de inciden-
cia colectiva en general». 

En otro orden de consideraciones, in-
vocan el principio precautorio regula-
do en el artículo 4 de la Ley General 
del Ambiente 25.675. Por ejemplo, en 
el caso particular de los municipios 
que forman parte de la Provincia de 
Santa Fe, refieren a la ley 11.717 de 
Medio Ambiente y Desarrollo Susten-
table en relación a las acciones pa-
ra protección del medio ambiente y 
al artículo 8 del Decreto Reglamen-
tario 0101/03 aplicable en materia 
ambiental ante la probabilidad de un 
daño, aun frente a la duda técnica o 
científica, que produce una obligación 
anticipada en cabeza del funcionario 

público, por jugar la duda en favor de 
la tutela del ambiente e invertir la car-
ga de la prueba. 

Ciertas ordenanzas señalan sus pro-
pias Cartas constitucionales como 
instrumentos que contemplan expre-
samente la tutela a la salud (cfr. art. 
19 de la Constitución de la Provincia 
de Santa Fe) y la temática, también re-
sulta atravesada por el artículo 42 de 
la Constitución nacional y los disposi-
tivos previstos en la ley 24240 (arts. 5 
y 6) en cuanto a los daños sufridos en 
la utilización por parte de los consu-
midores y usuarios de dichos artícu-
los, existiendo reclamos indemniza-
torios al respecto (ver «P., O. R. con-
tra Cienfuegos s.a. y otro sobre da-
ños y perjuicios». Juzg. °30. Expt. N° 
13.926/2009. C.A.B.A., 4.05.2017, Sala 
K, de la Cám. Nac. Apel. Civil). 

Otras normas hacen referencia al artí-
culo 298 de la Ley Nacional de Armas 
y Explosivos número 20249 del cual se 
desprende que el uso de los artificios 
pirotécnicos se hará «de acuerdo a las 
ordenanzas municipales, edictos poli-

ciales o reglamentaciones locales». 

Por otro lado, los Códigos de Faltas 
Provinciales¹⁴ establecen sanciones a 
quienes causaren deflagraciones peli-
grosas o sin permiso de la autoridad, 
quemaren fuego de artificio o soltaren 
globos con material encendido y con-
templan -en algunos casos- excepcio-
nes para el uso de dichos elementos 
en espectáculos públicos. 

Además, los Municipios fundan sus 
potestades en las atribuciones confe-
ridas por sus propias Leyes Orgánicas 
municipales para el ejercicio del po-
der de policía en sus respectivas ju-
risdicciones, en el caso para proteger 
la salud y el medio ambiente, afirman-
do que pueden dictar todas las orde-
nanzas en materia ambiental que no 
interfieran con la regulación nacional 
de contenidos mínimos exigibles o la 
ley provincial de similar naturaleza. 

Existen también, antecedentes parla-
mentarios que sirvieron de inspiración 
a los debates que se libraron sobre 
estas normas, que fueron tenidos en 
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cuenta y citados expresamente en al-
gunos de los textos de estas ordenan-
zas. Resulta enriquecedor el debate 
de la Comisión de Industria y Comer-
cio del Senado de la Nación Argentina 
al tratarse un proyecto de ley de pro-
hibición, en mayo del año pasado (cfr. 
versión taquigráfica de la Cámara de 
Senadores de la Nación, 2 de Mayo de 
2017) porque replica -a gran escala- la 
existencia de una pluralidad de bienes 
y derechos afectados y exterioriza la 
variedad de propósitos contemplados 
en este grupo de dispositivos legales.¹⁵

Colofón de lo todo lo expuesto, pue-
do afirmar que las normas munici-
pales que restringen la pirotecnia se 
identifican entre sí porque persiguen 
e incorporan múltiples objetivos, que 
han tenido en miras la consagración 
de otros principios de orden superior, 
que en definitiva se reconducen a pro-
curar –mediante la protección del am-
biente- la realización del derecho hu-
mano a la salud de la población de sus 
respectivos centros territoriales. 

No caben dudas de que estas Orde-

nanzas, se orientan fundamentalmen-
te a efectivizar el postulado constitu-
cional de protección de la salud en 
su faz doméstica o local, cuya tutela, 
luego de la reforma de 1994, surge de 
los artículos 33, 41, 42 de la Consti-
tución nacional. Además, el derecho a 
la salud ha sido reconocido con rango 
constitucional (art. 75 inc. 22 C.n.) al 
estar previsto en tratados internacio-
nales con ese estatus y se habla ya no 
solo del derecho a la salud individual 
sino también a la salud colectiva.

El derecho humano a la salud ha sido 
objeto de preocupación y debate en el 
marco de numerosos organismos in-
ternacionales, y las posibles conse-
cuencias de la comercialización y el 
uso de artículos pirotécnicos sobre 
los bienes jurídicamente protegidos 
– mientras no exista una ley formal 
que exija otros lineamientos mínimos 
en el plano nacional – suponen un «de-
ber» de actuar para el estado muni-
cipal, mediante la ordenación de res-
tricciones como las analizadas.

En ese norte, no puede dejar de te-

nerse especialmente presente que 
la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos en su reciente Opinión Con-
sultiva OC-23/17 del 15 de noviembre 
de 2017 Sobre Medio Ambiente y De-
rechos Humanos reconoció ‘‘la rela-
ción innegable entre la protección del 
medio ambiente y la realización de 
otros derechos humanos» y expresó 
que conforme al derecho internacio-
nal, cuando un Estado es parte de un 
tratado internacional (como la Con-
vención Americana de Derechos Hu-
manos), la obligación es para todos 
los órganos de Estado, incluidos los 
poderes Judicial y Legislativo.

La Opinión Consultiva surgió por una 
solicitud del estado colombiano en 
marzo de 2016 en un caso referido 
a la región del Gran Caribe y los es-
tados ribereños, y en ella la Corte In-
teramericana también determinó las 
obligaciones estatales para protec-
ción del medio ambiente, a la vez que 
destacó que los Estados están obliga-
dos a respetar y garantizar los dere-
chos humanos de todas las personas 
y que esto puede incluir, según el caso 
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en concreto y de manera excepcional, 
situaciones que van más allá de sus lí-
mites territoriales, debiendo evitar los 
daños transfronterizos.

Luego, y por primera vez la Corte In-
teramericana desarrolló el contenido 
del derecho al medio ambiente sano y 
destacó la relación de interdependen-
cia e indivisibilidad que existe entre los 
derechos humanos, el medio ambiente 
y el desarrollo sostenible, ya que –con-
sideró – el pleno disfrute de todos los 
derechos humanos depende de un me-
dio propicio (cfr. «la agenda 2030 pa-
ra el desarrollo sostenible» que prevé 
la Asamblea General de Naciones Uni-
das). También, juzgó que la degrada-
ción ambiental afecta otros derechos 
humanos y que cuando se afecta el 
ambiente se ven «especialmente vul-
nerados el derecho a la vida, a la salud, 
al agua, a la alimentación, a la vivien-
da y a la cultura». El mismo Tribunal 
aclaró que los alcances de la decisión 
judicial van más allá del caso especí-
fico de Colombia, y que el fallo «debe 
ser aplicado en todos aquellos con-
flictos ambientales con obligaciones 

estatales en materia ambiental y de 
derechos humanos fundamentales».

Por último, la Corte Interamericana 
estableció las obligaciones deriva-
das de respetar y garantizar los de-
rechos a la vida e integridad personal 
en el contexto de la protección al me-
dio ambiente. Particularmente, deter-
minó que los Estados deben: prevenir 
los daños ambientales significativos, 
dentro o fuera de su territorio, lo cual 
implica que deban regular, supervi-
sar y fiscalizar las actividades bajo su 
jurisdicción, realizar estudios de im-
pacto ambiental, establecer planes de 
contingencia y mitigar los daños ocu-
rridos; actuar conforme al principio 
de precaución frente a posibles daños 
graves o irreversibles al medio am-
biente, que afecten los derechos a la 
vida y a la integridad personal, aún en 
ausencia de certeza científica; coope-
rar con otros Estados de buena fe pa-
ra la protección contra daños ambien-
tales significativos; garantizar el ac-
ceso a la información sobre posibles 
afectaciones al medio ambiente; ga-
rantizar el derecho a la participación 

pública de las personas, en la toma 
de decisiones y políticas que pueden 
afectar el medio ambiente, y garanti-
zar el acceso a la justicia, en relación 
con las obligaciones estatales para la 
protección del medio ambiente. 

Acorde con lo expuesto en relación a 
la tutela del ambiente y el derecho a 
la salud, la más reciente jurispruden-
cia de la Corte Suprema de Justicia de 
la Nación Argentina da cuenta de los 
numerosos casos en los que se judi-
cializa la problemática medioambien-
tal y la Corte Suprema de Justicia de 
la Provincia de Santa Fe ha dicho, en 
consonancia con la doctrina de la Cor-
te nacional, que «...la Administración 
pública resulta la encargada, en ca-
da caso, de imponer las limitaciones 
administrativas en materia de medio 
ambiente y salubridad y exterioriza 
esta facultad a través de diferentes 
actos administrativos en ejercicio de 
una potestad administrativa» y que 
«…es precisamente en cumplimien-
to de dicha tarea donde se patentizan 
numerosos conflictos que resultan 
atravesados por el paradigma am-
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biental, y que al judicializarse, arriban 
cada vez con mayor frecuencia ante 
esta Corte...» requiriendo la comple-
jidad de la materia «...que las compe-
tencias ambientales y su incidencia 
en los distintos niveles de gobierno en 
un país federal sean acordadas, con-
sensuadas y cumplidas en armonía, 
ya que la superposición normativa, 
en algunos casos genera situaciones 
confusas»; que «...El tema fue preci-
sado con la reforma constitucional de 
1994 al artículo 41, que reconoció a 
todos los habitantes el derecho a un 
ambiente sano, equilibrado y apto pa-
ra el desarrollo humano, imponiendo 
también el deber de preservarlo. En 
los términos de dicho precepto nor-
mativo el Estado federal dicta normas 
mínimas que conforman un piso, y las 
provincias quedan habilitadas a colo-
car un techo más alto para comple-
mentarlas»¹⁶. 

En definitiva, el Máximo Órgano de 
Justicia local de la Provincia de Santa 
Fe se ha expedido numerosas veces 
ratificando este rumbo en orden a la 
protección de derechos fundamenta-

les, como la salud y el medio ambien-
te, materias donde justificó «la com-
plementación provincial» de acuerdo 
a específicas circunstancias locales, y 
consideró que resultaban razonables 
determinadas limitaciones al derecho 
de propiedad o a la libertad de comer-
cializar ciertos bienes.

Debe recordarse también, la impor-
tancia del nuevo Digesto Civil y Co-
mercial Argentino que dispone, para 
el caso del ejercicio de derechos in-
dividuales que afecten el ambiente, a 
través de la explotación de un recur-
so natural dentro del marco permitido 
por la legislación, pero con resultados 
de notable degradación en el mismo, 
que se privilegiará siempre al am-
biente, antes que a la actividad princi-
pal reglada. En igual sentido, limita el 
ejercicio de los derechos individuales 
sobre los bienes y pretende que sea 
compatible con los derechos de inci-
dencia colectiva, que no se afecte la 
sustentabilidad de los ecosistemas, 
de la flora, la fauna, la biodiversidad, 
el agua, los valores culturales, el pai-
saje, etc. Con respecto a las medidas 

anticipatorias, establece el deber pre-
ventivo a cumplir por aquellas perso-
nas que desarrollen una actividad que 
sea previsible de producir un daño. Y 
estas normas del nuevo Código Civil 
y Comercial de la Nación, que forman 
parte de las disposiciones generales 
del capítulo destinado a regular la 
responsabilidad civil, «deben» ser in-
terpretadas en materia de protección 
del medio ambiente por los jueces, 
otorgando facultades al magistrado 
para que, a petición de parte, aplique 
una sanción pecuniaria «a quien ac-
túe con grave menosprecio hacia los 
derechos de incidencia colectiva». 
Por último, y en relación al perjuicio 
que se puede causar al ambiente, da 
una definición de daño haciendo refe-
rencia al medio ambiente como bien 
colectivo vinculado a los derechos de 
incidencia colectiva, estableciendo: 
«Hay daño cuando se lesiona un de-
recho o un interés no reprobado por el 
ordenamiento jurídico, que tenga por 
objeto la persona, el patrimonio, o un 
derecho de incidencia colectiva», 

En este moderno marco normativo 



myf

165

DERECHOS HUMANOS EN ACCIÓN. SU CONCRECIÓN EN LA TAREA JUDICIAL | Dossier 

se inscribe la realización del derecho 
humano a la salud y la protección del 
ambiente en la actualidad, y por ello, 
una correcta ponderación de los pro-
cesos judiciales que involucren plan-
teos referidos a la constitucionali-
dad de las ordenanzas llamadas «de 
prohibición de pirotecnia» deberán 
reflejar, necesariamente, esta ten-
sión entre distintos y fundamentales 
derechos, e impondrá a los magis-
trados el deber de valorar la totali-
dad de las cuestiones en juego y las 
cuestiones procesales «en clave am-
biental» a los efectos de evitar que 
esos derechos se mutilen o aniquilen 
entre sí, debiendo para ello buscar 
una conjunción armónica de unos 
con otros. Al fin y al cabo, el opera-
dor jurídico no podrá perder de vista 
que ante el nuevo constitucionalismo 
«la persona humana es una fuente 
de todos los principios y derechos y 
que su armonización se impone por 
sobre la asignación apriorística de 
preferencias de unos sobre otros, 
como regla general. La razonabili-
dad es, en este nuevo escenario, una 
pauta fundamental»¹⁷. 

En este orden de ideas, se puede iden-
tificar el surgimiento de un «nuevo 
contrato social ambiental» entre los 
pobladores y sus comunas, que exige 
y tiene por objeto – mediante ordenan-
zas de restricción a la pirotecnia – la 
protección del ambiente circundante 
para la realización del derecho huma-
no a la salud en lo inmediato, generan-
do ello, un cambio de costumbres en lo 
que hace a la forma tradicional de fes-
tejar por parte de los habitantes, otra 
conciencia colectiva para la comuni-
dad y una reconducción de los hábitos 
de consumo de sus administrados. 

Considero que estas herramientas ju-
rídicas, nacidas en procura del bienes-
tar general de los ciudadanos, de ges-
ta local y doméstica, deben ser valo-
radas de manera flexible, en su actual 
dimensión y respaldadas fuertemente 
por el operador judicial, como mínimo, 
en lo que refiere al reconocimiento de 
las potestades municipales para dic-
tar las ordenanzas de complementa-
ción en materia de pirotecnia, pues, lo 
contrario, supondría conformarse con 
una municipalidad avasallada, caren-

te de contenido, donde «...aparecería 
subvertido el régimen municipal» (A. 
Elguera, Policía municipal, Bs. As., De-
palma, 1963:23).

 En efecto, a veces «el verdadero pro-
blema no radica en el reconocimien-
to positivo de los derechos y bienes 
colectivos cuyos valores son natural-
mente protegibles en función del bien 
común (v.gr. la protección de la salud 
y del medio ambiente) sino en el des-
conocimiento de valores básicos y en 
su interpretación irrazonable...» (J. C. 
Cassagne, «El derecho administrativo 
ante el nuevo constitucionalismo: so-
bre su método y principios», ReDAE, 
junio-diciembre 2016:5-21). 

Sobre ello, pongo de resalto el rol del 
«Juez ambiental» puesto que, llama-
do a resolver sobre la constituciona-
lidad de las ordenanzas analizadas, 
tiene el deber de ponderarlas bajo el 
prisma de los principios ambientales, 
dejando de lado los institutos clásicos 
cuando comprueba que ellos se han 
tornado insuficientes o disfuncionales 
para responder a las finalidades per-
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seguidas por el legislador municipal. 

La doctrina alienta hoy un modelo de 
juez diligente, activo, comprometido 
con el caso. Preocupado de la igualdad 
sustancial más que de la puramente 
nominal. Gráficamente la doctrina es-
pecializada caracteriza el rol de juez 
apetecible: el del magistrado proacti-
vo (Rodríguez, Carlos A. «El papel del 
juez ambiental en la protección del 
ambiente», RDAmb, n° 9, LexisNexis, 
enero-marzo 2007, ps. 145 y ss.). Mo-
delo de juez que – impulsado también 
por el neoconstitucionalismo – debe 
ser diligente, activo y comprometido 
con el caso. Protagonismo de la ma-
gistratura que exhibe diversos ejem-
plos en el actual ciclo jurisprudencial 
de la Corte Suprema (Andrada, Alejan-
dro D. «Una sentencia memorable», 
en la Revista de Derecho Ambiental 
n° 16, Cafferatta-Director, p. 21, Abe-
ledo Perrot, Buenos Aires, a propósito 
del difundido caso «Mendoza, Beatriz 
S. y otros v. Estado Nacional y otros, 
decisorio del 8/7/2008). 

Lo que pretendo reflejar en estos pá-

rrafos, es esta imperiosa necesidad 
de que los sujetos llamados a inter-
pretar las normas, lo hagan orienta-
dos hacia la solución que proteja en 
mayor medida a la persona, dejando 
de echar mano del argumento distor-
sivo de que está en juego la cláusula 
de comercio, para justificar con ello 
que debe intervenir el gobierno fede-
ral en materias que «también» son 
de resorte de los municipios, quienes 
pueden establecer estándares más ri-
gurosos o severos de protección. 

 En el marco normativo descripto, las 
normas inferiores, en este caso las or-
denanzas municipales que prohíben o 
restringen la fabricación, comerciali-
zación y uso de pirotecnia en deter-
minadas localidades, «deben» conse-
guir la «optimización de la protección 
ambiental» y para ello, pueden ser di-
ferentes a las de jerarquía superior 
y con, ello, no violan la supremacía 
federal, siempre y cuando la discre-
pancia radique en que la regla inferior 
protege más que la superior. 

Entiendo que, el planteo referido a la in-

terferencia en materias que son com-
petencias del legislador nacional, de-
be tenerse cuanto antes por superado 
ante el nuevo constitucionalismo y sus 
principios, porque argumentar, a la luz 
del paradigma ambiental y del federa-
lismo moderno, que las municipalida-
des incurren en un abuso de su poder 
de policía municipal, cuando por me-
dio de sus normativas complementan 
la protección de derechos fundamen-
tales dentro de sus ámbitos domésti-
cos, no solo supone forzar la Consti-
tución Nacional Argentina y apartar-
se de su correcta interpretación, sino 
que implica otorgar a la cláusula co-
mercial una amplitud desmesurada, 
que traerá como consecuencia una 
usurpación o anulación de competen-
cias locales bajo la alegación de una 
supuesta interferencia sobre la juris-
dicción nacional, alegación que, en de-
finitiva, va en desmedro del orden pú-
blico ambiental y de la realización del 
derecho humano a la salud por el que 
tienen el deber de velar todos los ni-
veles del Estado, incluido el Municipio. 

En principio, este grupo de normas 
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componen un sistema legislativo glo-
bal de protección ambiental y ver-
daderamente no interfieren sobre 
el mercado nacional ni representan 
obstáculo sustancial al intercambio 
comercial, tampoco ponen en peli-
gro la integración comercial o la uni-
dad del mercado interno, por ello es-
timo que los Municipios, en el goce de 
sus facultades para el ejercicio de su 
poder de policía municipal en mate-
ria sanitaria y ambiental, pueden vá-
lidamente restringir la comercializa-
ción, fabricación y/o uso de artículos 
de pirotecnia dentro de sus territorios, 
ello siempre y cuando la proporciona-
lidad de la limitación, en cada caso 
concreto, surja de la misma génesis 
de sus ordenanzas y en tanto los fi-
nes perseguidos por sus propias nor-
mativas tiendan realmente a proteger 
derechos fundamentales de orden su-
perior y no otros intereses privados, 
ocultos o interpuestos.

Acorde con los principios constitu-
cionales, legales, y jurisprudenciales 
desarrollados, las Municipalidades, 
en el respectivo nivel de descentrali-

zación territorial de poder que cons-
titucionalmente ostentan, pueden y 
«deben» intervenir en la formación 
del sistema de legalidad ambiental al 
disponer restricciones o prohibiciones 
ya sea del uso, fabricación tenencia o 
comercialización de artículos pirotéc-
nicos dentro de sus ejidos, pues esto 
supone una gestión concurrente de in-
tereses comunes en jurisdicción pro-
pia y fundada en poderes propios de 
las Municipalidades¹⁸. 

Por supuesto que, finalizado el aná-
lisis sobre la competencia municipal 
para el dictado de las ordenanzas ob-
jeto del presente estudio en la forma 
propuesta, restará al Juez de cada ca-
so concreto, ponderar los anteceden-
tes de hecho y de derecho que confor-
maron los respectivos actos jurídicos 
administrativos que regulan la res-
tricción en materia de pirotecnia, para 
determinar si las normas particulares 
impugnadas, han realmente constitui-
do el ejercicio razonable, proporcional 
y adecuado de las potestades muni-
cipales en función de los derechos 
constitucionales que dicen proteger, 

atento la intensidad de la tutela am-
biental sobre los intereses en juego.

Superada la exclusividad del esque-
ma competencial y dado que en el 
Estado – nacional, provincial y muni-
cipal – recae una responsabilidad de 
primer orden, en la socialización de 
los conocimientos y en la formación 
de una nueva cultura de respeto al 
entorno natural y social, será impor-
tante la sanción de una ley nacional 
que fije los contenidos mínimos en 
la materia, y plasme el consenso de-
mocrático sobre el tema de los arte-
factos pirotécnicos, obsequiando un 
marco legal nacional para un reorde-
namiento ambiental del territorio Ar-
gentino, con fines a la prevención y/o 
precaución de perjuicios negativos al 
bien ambiental, que opere como norte 
de cualquier tipo de abordaje local de 
la salud pública. De la misma manera, 
espero por una ley provincial marco 
que invite a sus municipios a formular 
sus adhesiones, porque, en definitiva, 
estas leyes reflejarían el compromiso 
de adopción por parte del Estado, de 
decisiones y actividades que posibi-
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liten la real satisfacción del derecho 
humano a la salud. ■

Citas

¹  La pirotecnia recreativa comienza su his-
toria luego del manejo de la armamentística 
y posterior al uso por parte de los chinos se 
expandió a los mongoles, esto debido a las 
constantes batallas entabladas entre ambas 
culturas. Entre los años 1275 a 1292 Marco 
Polo y su padre vivieron en China, apren-
diendo el arte de la pirotecnia y llevándolo 
a Europa por el mar mediterráneo, siendo 
Italia uno de los primeros países en adoptar 
este arte. Durante los siglos 14 a 16 la piro-
tecnia sufre un periodo de uso constante en 
festividades religiosas, sin embargo, no hay 
cambios en los materiales y procesos de fabri-
cación. En 1635 aparece uno de los primeros 
libros escritos en inglés donde se describían 
metodologías para la fabricación de pirotec-
nia. Para 1739 la familia Ruggieri de Bologna 
Italia, presentan un espectáculo pirotécnico 

usando dispositivos móviles nunca vistos y 
genera la aparición de primeros colores en 
base a clorato (clorato de amonio), pero no 
es sino hasta 1786 cuando Berthollet prepara 
clorato de potasio, producto que cambiaría 
radicalmente la forma de elaborar colores en 
pirotecnia. En el primer cuarto del siglo xix 

se inició la etapa moderna de la pirotecnia, 
gracias al francés Chertier, quien empleó dos 
nuevos agentes químicos en las composicio-
nes de los fuegos artificiales: el clorato de 
potasio y el nitrato de estroncio (Pirotecnia 
mexiquense, 2008). Para 1894 se añade el alu-
minio para las fórmulas abrillantadoras. En 
la década de 1960 se implementan materia-
les con componentes altamente perjudiciales 
a la salud, entre los que destacan el llamado 
verde parís, que contiene arsénico, el calomel 
(oxido de mercurio) y el minio (oxido de plo-
mo), junto con los cuales se inicia el manejo 
del titanio en composiciones brillantes y el 
uso de estabilizantes en metales como el áci-
do bórico y gomas epóxicas. Posteriormente, 
para incrementar los efectos de luminosidad 
se comenzó a utilizar componentes abrillan-
tadores como el hexaclorobenceno, o hexa-
cloroetano. (Calderón Contreras, R., «Ana-
lisis de la sustentabilidad de la pirotecnia en 
la Comunidad de San Mateo Tlalchichilpan, 

Estado de México», Universidad Autónoma 
del Estado de México, Facultad de Química, 
Julio de 2013, Toluca, México).

² La ley 19680 (25/05/2000) reforma la ley 
17.798 y prohíbe el uso de fuegos artificia-
les y la venta al público, a la vez que regula 
la realización de espectáculos pirotécnicos 
masivos en Chile. 

³ Las directivas europeas sobre pirotecnia se 
conforman con la Directiva 2007/23/CE del 
Parlamento Europeo y del Consejo del 23 de 
mayo de 2007 sobre la puesta en el mercado 
de artículos pirotécnicos; Directiva 2013/29/
UE del Parlamento Europeo y del Consejo de 
12 de junio de 2013 sobre la armonización de 
las legislaciones de los estados miembros en 
materia de comercialización de artículos pi-
rotécnicos y Directiva de ejecución 2014/58/
UE de la Comisión de 16 de abril de 2014, por 
la que se establece, de conformidad con la Di-
rectiva 2007/23/CE del Parlamento Europeo 
y del Consejo, un sistema de trazabilidad de 
los artículos pirotécnicos.

⁴ En los considerandos de la Ordenanza 9166 
se hizo alusión a la utilización de artificios pi-
rotécnicos por parte de la Municipalidad de 
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Rosario que «se encontraban prohibidos» en 
cada uno de los eventos que la misma organi-
zaba y autorizaba (Feria de las Colectividades, 
Caravana de los Deseos, Inauguración del ár-
bol navideño de calles Pellegrini y Bv. Oroño, 
etc.) y a la afectación de las distintas especies 
de flora, fauna urbana y mascotas domésticas 
que reciben el impacto del destello y estruen-
do; las aves pueden sufrir taquicardias e in-
fartos; algunos perros gatos entran en pánico, 
permanecen inmóviles o salen corriendo del 
terror. También, se puntualizó que el uso de 
la pirotecnia afectaba el medio ambiente y la 
salud al liberar una lluvia de toxinas al suelo, 
al aire y al agua; se expresó que el «momento 
de más contaminación» se produce durante 
la propulsión de los cohetes cuando entran en 
combustión todos los elementos incorpora-
dos a los fuegos de artificio. Estos metales se 
dispersan en la atmósfera y cuando caen a la 
tierra, lo hacen convertidos en aerosoles sóli-
dos, partículas muy pequeñas, que si se inha-
lan de manera continuada pueden producir 
daños en las vías respiratorias. Que ponen en 
riesgo la seguridad de las personas, tanto de 
quienes manipulan estos elementos, como 
de transeúntes, vecinos y a la propiedad. Por 
último, se dijo que existen en la actualidad 
distintos métodos alternativos que podrían 

reemplazar la utilización de artificios pirotéc-
nicos, como efectos digitales o robóticos.

⁵ La Ordenanza 33/16 de la Municipalidad de 
Crespo (Provincia de Entre Ríos) sancionada 
el 18 de mayo de 2016 prohíbe la comerciali-
zación, distribución y uso público o privado 
de artículos de pirotecnia sonora que exceda 
los 65 decibles. De la prohibición de uso de 
elementos pirotécnicos sonoros, quedan ex-
cluidos los artificios luminosos exclusivos y 
productos pirotécnicos lumínicos que no su-
peren una emisión sonora de 65 decibeles a 
20 metros de distancia desde su lanzamiento. 

⁶ En Mendoza, «Cámara Argentina de Em-
presas de Fuegos Artificiales (CAEFA) y 
otros vs. Municipalidad de Luján de Cuyo s. 
Amparo» del 20/04/2018, Primera Cámara 
de Apelaciones en lo Civil, Comercial, Mi-
nas, de Paz y Tributario de Mendoza, RC J 
2800/18; en Salta «Capasso, Francisco Pablo 
vs. Municipalidad de la Ciudad de Salta y Po-
licía de la Provincia de Salta - Amparo», Nº 
EXP 499.494/14, Sala Tercera de la Cámara 
de Apelaciones en lo Civil y Comercial de 
Salta, Mayo de 2015; en Córdoba, «Campana, 
Lucas y otros c/ Municipalidad de Rio Cuarto 
– AMPARO – Expte. Nº 6823396», Cámara de 

Apelación en lo Civil Comercial y Conten-
cioso Administrativo de Rio Cuarto contra 
la Municipalidad de Rio Cuarto. Río Cuarto, 
05/12/2017 y «Cámara Argentina de Empre-
sas de Fuegos Artificiales y otros c/ Munici-
palidad de Córdoba. Acción declarativa de 
inconstitucionalidad. Expte N° 2716726»; en 
Provincia de Buenos Aires «Cámara Argenti-
na de Empresas de Fuegos Artificiales c/ Mu-
nicipalidad de General Alvarado s/ inconsti-
tucionalidad ordenanza 220/2015», Suprema 
Corte de Justicia de la Provincia de Buenos 
Aires, fecha: 23/11/2016; en Neuquén «Cá-
mara Argentina de Empresas de Fuegos Arti-
ficiales y otros c/Municipalidad de Neuquén 
s/Acción de Amparo», expte. 505985/2014, 
Juzgado Civil, Comercial y de Minería nú-
mero 4, 26/11/ 2015, declaró inconstitucional 
e ilegal la prohibición de comercialización, 
tenencia, depósito, circulación y transpor-
te de elementos de pirotecnia pero dejó por 
otra parte firme la constitucionalidad de la 
prohibición respecto del uso de elementos de 
pirotecnia en el ejido de la ciudad; en Entre 
Ríos el fallo fue favorable a la Municipali-
dad de Paraná in re «Cámara Argentina de 
Fuegos Artificiales c/ la Municipalidad de 
Paraná», Juzgado Civil y Comercial N° 7; en 
San Juan, las Municipalidades de Rivadavia y 
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Santa Lucía recibieron un revés judicial por la 
prohibición de la venta de pirotecnia, Juzga-
do Civil y el Contencioso Administrativo nú-
mero 4 hizo lugar al amparo presentado por 
la Cámara Argentina de Empresas de Fuegos 
Artificiales. Los jueces coincidieron en que 
los municipios no tienen la facultad para le-
gislar sobre la materia. Sostuvieron que «tal 
ordenanza afecta seriamente la actividad de 
las que empresas que constituyen la Cámara, 
dado que se dedican a la fabricación, impor-
tación, exportación y comercialización de 
productos pirotécnicos en toda la Argentina 
y se ven privadas de llevar a cabo las activida-
des prohibidas por aquella norma. Resaltaron 
que, los miembros que integran tal Cámara, a 
fin de poder ejercer su actividad, se encuen-
tran debidamente inscriptos ante el Registro 
Nacional de Armas (RENAR). Lo expues-
to, supone que tal registración importa que 
aquellos productos pirotécnicos reúnen con-
diciones técnicas y de seguridad y que lo con-
cerniente a su denominación, designación y 
marca no inducen a error o engaño alguno.» 

⁷ En la Provincia de Santa Fe la Cámara de 
lo Contencioso Administrativo de la ciudad 
de Rosario rechazó las medidas cautelares 
en autos «Dieguez, Ariel c/Municipalidad de 

San Lorenzo s/ cautelar autónoma» del 12 de 
diciembre de 2016 (C.C.Adm. N° 2, A.y S. T. 
52, pág. 249) y «109 Fuegos Import-Export 
S.R.L. contra Municipalidad de Rosario sobre 
medida cautelar» del 26 de febrero del 2002 
(C.C.Adm. N° 2, A. T. 2, pág. 109).

⁸ «Zugasti, Dante Horacio c/Municipalidad 
de San Jorge – Amparos – s/queja por dene-
gación del recurso de inconstitucionalidad», 
csjsf. A. y S. T. 281, pág. 330/334, de fecha 
20/03/2018.

⁹ Ley nacional de Armas y Explosivos N° 
20429/73, su decreto reglamentario 302/83 
en materia de pólvora, explosivos y afines 
que veda la realización de cualquier acto con 
explosivos no registrados y la disposición 
77/05 del Registro nacional de armas de la 
República Argentina (actualmente anmac) 
sobre «Registro de Productos y categoriza-
ción de pirotecnia» establecen restricciones 
al ejercicio de actividades vinculadas con 
el uso de explosivos y pirotecnia. El Decre-
to 302/83 sienta los parámetros básicos que 
debe contener cada solicitud de registro de 
productos, entre los cuales se incluyen los 
datos de la fábrica que lo produce o produci-
rá, la designación y marca del explosivo, sus 

características, componentes, condiciones de 
acondicionamiento y embalaje, usos y aplica-
ciones, los antecedentes bibliográficos y otros 
que pudieran resultar de interés a los fines de 
registro y la muestra del prototipo del ma-
terial. La disposición 77/05 del RENAR que 
en su artículo 1 establece que se entenderá 
por: a) Materias pirotécnicas: sustancias o 
mezclas de sustancias destinadas a producir 
efecto lumínico, audible o fumígeno, o una 
combinación de estos efectos, como conse-
cuencia de reacciones químicas exotérmicas 
auto sostenidas no detonantes. b) Artificios 
pirotécnicos: dispositivos que contienen una 
o varias materias pirotécnicas. c) Materias y 
artificios, no mencionados en los párrafos 
anteriores, fabricados con el objeto de produ-
cir una acción por explosión. En su artículo 
2 establece que se considerarán artificios pi-
rotécnicos los ingenios o artefactos cargados 
de materias o mezclas pirotécnicas, general-
mente deflagrantes, tal como se definen en el 
artículo precedente y establece que, según su 
finalidad, los artificios pirotécnicos se catego-
rizarán como de uso festivo y de uso práctico.

¹⁰ Ver «Capasso, Francisco Pablo vs. Muni-
cipalidad de la Ciudad de Salta y Policía de 
la Provincia de Salta – Amparo» (Expte. Nº 
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499.494/14), Mayo de 2015, dictada por la 
Sala Tercera de la Cámara de Apelaciones 
en lo Civil y Comercial de Salta. Según surge 
de la sentencia «A fs. 2 se presenta el señor 
Francisco Pablo Capasso y deduce acción de 
amparo para que de la justicia emane una 
disposición que nos proteja del uso indis-
criminado de los fuegos artificiales y de las 
bombas de estruendo». La sentencia rechazó 
el amparo por considerar que el legitimado 
activo no era un representante adecuado 
para discutir el caso en nombre del grupo 
que buscaba defender, puesto que, entre 
otros defectos del planteo apuntados por la 
decisión, el actor no concreta o define al gru-
po al que representa, cuestión que no puede 
ser subsanada en tanto importaría modificar 
la pretensión deducida. Tampoco se había 
trabado correctamente la litis en la faz pasi-
va, ya que la demanda debió plantearse con 
relación a todos los sujetos que podrían ver 
afectados sus derechos por los efectos de la 
sentencia a dictarse, cuestión que obsta al 
dictado de una sentencia válida. El fallo dejó 
expresamente a salvo «la posibilidad de que 
otros legitimados extraordinarios puedan 
iniciar un nuevo proceso colectivo mante-
niendo incólume su derecho de acceso a la 
jurisdicción».

¹¹ Respecto del derecho a la salud de los niños 
los informes de la Sociedad Argentina de Pe-
diatría desalientan contundentemente el uso 
de todo tipo de pirotecnia, asimismo el infor-
me de la Asociación de pediatría de Uruguay 
y el «Informe mundial sobre prevención de 
las lesiones en los niños» de la Organización 
Mundial de la Salud de 2012, advirtiendo so-
bre las estadísticas de daños por quemaduras 
al respecto e instando por la regulación. Es-
pecíficamente en lo concerniente a las perso-
nas con autismo, a causa de su hipersensibi-
lidad auditiva son víctimas directas del uso 
de la pirotecnia puesto que el estallido les 
genera un estado de crisis y nervios. Tanto la 
Asociación Argentina de Padres de Autistas 
(apadea) como la Federación Argentina de 
Autismo (fadea) solicitaron que se evite el 
uso de pirotecnia y estuvieron representados 
en los debates parlamentarios que se dieron 
en todo el país. A nivel local, la provincia de 
Santa Fe mediante el Decreto 0189/15 del 
3.2.2015 reglamentó la Ley Nº 13328 referen-
te a la Protección Integral de las Personas con 
Trastornos del Espectro Autista y/o Trastor-
nos Generalizados de Desarrollo.

¹² En cuanto a los daños auditivos a las per-
sonas, el ingeniero y profesor Federico Mi-

yara en su informe «Pirotecnia: Oídos en 
peligro» explica que «el ruido asociado a 
cualquier explosión se caracteriza por ser de 
tipo impulsivo, lo cual significa que su dura-
ción es extremadamente corta (centésimo de 
segundo) mientras que el oído está provisto 
en forma natural de un mecanismo protector 
que reduce la transmisión de los sonidos más 
intensos hacia las delicadas células del oído 
interno, pero actúa recién después de unos 
diez centésimos de segundo, por lo cual es 
ineficaz frente al ruido de los petardos». En 
otras palabras, explica el experto que, sonidos 
de hasta 160 decibeles llegan casi inalterados 
al oído interno, sacudiendo violentamente 
las delicadas células ciliadas (las responsables 
directas e insustituibles de la percepción del 
sonido). Niveles tan altos inevitablemente de-
jan sus huellas en el oído humano, en la forma 
de lesiones inmediatas e irreversibles de las 
células responsables de percibir los sonidos 
más agudos. Si bien unos pocos petardos no 
comprometen en lo inmediato la capacidad 
de entender la palabra, ya que la compren-
sión oral no requiere de la total capacidad 
del oído, sí queda alterada irreversiblemente 
la percepción de los detalles más finos de la 
música, y sobre todo se abre una herida que se 
irá profundizando rápidamente con los años, 
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hasta que en algún momento alcance la región 
de la palabra, poniendo en evidencia para la 
víctima y sus allegados la incipiente sordera. 
Otro efecto conocido es el de los acúfenos o 
tinnitus, es decir zumbidos o silbidos que se 
perciben dentro del oído aun en ausencia de 
sonidos externos, efecto que suele aparecer 
casi inmediatamente después de la detona-
ción. (https://www.fceia.unr.edu.ar/acustica/
biblio/petardo.htm, 12 de junio de 2018).

¹³ Las consecuencias de su uso también 
afectan a mascotas con estado de ansiedad 
intensa con síntomas físicos como nauseas, 
ataques cardíacos, taquicardia, entre otros e 
incluso puede causar la muerte.

¹⁴ El Código de Faltas de la Provincia de Santa 
Fe establece en su art. 103º (Ex 96).- Fuego 
o explosiones peligrosas. El que en lugar ha-
bitado o en sus proximidades, en la vía pú-
blica o en dirección a ella, disparare armas 
de fuego o hiciere fuego o causare deflagra-
ción peligrosa; o sin permiso de la autoridad 
quemare fuego de artificio o soltare globos 
con material encendido, será reprimido con 
arresto hasta diez días o multa hasta tres jus; 
y en su art. 76º (Ex 72 bis): Cuando con moti-
vo o en ocasión de un espectáculo deportivo, 

sea en el ámbito de concurrencia pública en 
el que se realizare o en inmediaciones, antes, 
durante o después del mismo: i) El que llevare 
consigo artificios pirotécnicos será sanciona-
do con hasta veinte fechas de prohibición de 
concurrencia y con arresto de hasta treinta 
días. Los objetos serán decomisados. Si los 
mismos fueran encendidos y/o arrojados, se 
aplicará al infractor el máximo de la sanción 
establecida. Toda autorización de excepción 
será otorgada en forma escrita por autoridad 
competente a los organizadores del evento.

¹⁵ En aquella oportunidad se argumentó sobre 
los efectos de la pirotecnia en los recién na-
cidos, en el oído del niño con autismo -cuyo 
estruendo le genera una pérdida de tiempo y 
espacio y en ocasiones los lleva a autolesio-
narse-, en los ancianos y personas con de-
mencia y se conocieron estadísticas concre-
tas del Hospital de Quemados de la Ciudad 
autónoma de Buenos aires y del Hospital de 
Oftalmología de Santa Lucía. Por otro lado, 
tuvieron participación los padres de autistas 
que hablaron no solo por sus hijos sino en 
representación de personas autistas de cual-
quier edad, pudieron expresarse las personas 
con capacidades diferentes y las asociaciones 
protectoras de animales, representantes del 

«proyecto galgo argentino». En aquel deba-
te se invocaron diversos dispositivos legales 
como las leyes 26061 y 12967 de protección 
integral de los derechos de las niñas, niños y 
adolescentes y la legislación supranacional vi-
gente y aplicable al caso; se citó la Convención 
internacional sobre los derechos de las perso-
nas con discapacidad y convención interna-
cional sobre los derechos del niño, se debatió 
la prevalencia del derecho a la salud sobre el 
derecho al comercio; estuvieron presentes los 
representantes de Organizaciones no guber-
namentales protectoras de distintos animales 
(perros, gatos, caballos, aves); se manifestó 
sobre el problema del viento y los incendios; 
se habló del derecho fundamental al respeto; y 
sobre los tipos de contaminación que generan 
los espectáculos pirotécnicos; también asocia-
ciones de animales silvestres se expresaron en 
contra de la pirotecnia lumínica. Se planteó 
terminar con la invocación a la tradición y un 
cambio de paradigma que remita a la posibili-
dad que tenemos que darnos como argentinos 
de poder festejar sin dañar a nadie, sin dañar a 
terceras personas y al medio ambiente. Parti-
ciparon también de los debates la directora de 
la materia derecho animal en la UBA y el pre-
sidente de la Cámara Argentina de Empresas 
de Fuegos Artificiales, que nuclea a 17 fábri-
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cas en el país y a numerosos comerciantes que 
distribuyen fuegos artificiales o pirotecnia de 
venta libre autorizada por el ANMaC (Agen-
cia Nacional de Materiales Controlados) ex 
RENAR, quienes plantearon la afectación al 
artículo 14 bis y del derecho al trabajo lícito. 
También participó el secretario de la Cámara 
de empresas de fuegos artificiales.

¹⁶ csjsf «Matassa» A. y S. T. 275, pág. 433, 
13.06.2017; «Speedagro S.R.L.» T. 266, pág. 
314, 09.12.2015; «Lamas», T. 255, págs. 
240/248, 18.02.2014; «Wettstein» T. 251, págs. 
490/496, 26.08.2013; «Peralta» T. 247, págs. 
435/440, 13.02.2013; «Municipalidad de Re-
conquista» T. 254, págs. 420/424, 26.12.2013; 
«Bolatti» T. 226, pág. 431/433; 20.08.2008; 
«Municipalidad de Esperanza» T. 213, págs. 
105/123, 25.04.2006; «Conquer» T. 195, págs. 
239/243, 10.3.2004; «Servi Sur S.R.L.», T. 192, 
págs. 94/97, 24.9.2003; «Sanitek» T. 183, págs. 
189/225, 29.10.2002.

¹⁷ Cassagne, J. C., «El derecho administra-
tivo ante el nuevo constitucionalismo: sobre 
su método y principios», Revista de Derecho 
Administrativo Económico de la Pontificia 
Universidad de Chile, N° 23, junio-diciembre 
2016, pág. 5-21, Chile, ISSN 0719-559.1

¹⁸ Esain, José A «La distribución de compe-
tencias Nación provincias en materia am-
biental», en la obra Constitución de la Nación 
Argentina, 2, págs. 258 y 265, Daniel A. Sab-
say dirección, Pablo L. Manili, coordinación, 
Hammurabi, Buenos Aires, 2000. 


